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Temas:			EXTORSIÓN AGRAVADA EN GRADO DE TENTATIVA. Nos encontramos en presencia de un trámite abreviado por la temprana admisión de los cargos por parte del menor que se dice infractor de la ley penal, lo cual se surtió en forma libre, voluntaria, consciente, debidamente asistido, y profusamente ilustrado acerca de las consecuencias de hacer dejación de su derecho a la no autoincriminación, lo que no obsta para asegurar que además de ese allanamiento unilateral que despeja el camino hacia el proferimiento de un fallo de condena, en el diligenciamiento en verdad existen elementos de convicción que determinan que la conducta ilícita que se pregona sí existió y que el joven involucrado tuvo participación activa en la misma. (…) [E]l juez de primer grado se inclinó por imponer al adolescente una sanción consistente en PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD, y para ello hizo primar, ante todo, la gravedad de la conducta atribuida, lo cual es totalmente comprensible, no solo porque es el propio legislador quien así lo exige, sino porque para el asunto en ciernes está claro y no admite discusión que en verdad la conducta atribuida fue grave. De ese modo lo reconoció el menor, y es la misma letrada quien lo admite al momento de sustentar la apelación. (…) Sea como fuere, se debe tener presente que el tipo penal de extorsión, cualquiera sea su modalidad, tiene una regulación especial en el CIA que no es otra que el inciso segundo del citado artículo 187, con lo cual, es a ese contexto al cual se debe atener el juzgador y no a las reglas generales contenidas en el inciso primero de ese mismo dispositivo. Adicionalmente y como es de rigor, existe una cláusula de progresividad a la que se le dio aplicación por parte del sentenciador, nada diferente a que la sanción de PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD podrá ser sustituida por otra más favorable en caso de verificarse logros significativos, siempre y cuando se observe excelente conducta en el interior del establecimiento. Así las cosas, contrario a lo sostenido por la defensa, el Tribunal estima que el juez a quo no se equivocó al acatar las solicitudes hechas por las partes en el presente asunto, en cuanto a la modalidad de sanción que se debía imponer, y de otra parte ajustó la ponderación de su duración a los parámetros legales; luego entonces, la sentencia apelada debe ser confirmada.”.
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  ACTA DE APROBACIÓN N° 149
  SEGUNDA INSTANCIA


	Fecha y hora de lectura: 
	Marzo 23 de 2017, 11:00 a.m.

	Sentenciado: 
	JACR

	Edad:
	17 años el momento de la imputación

	Tarjeta de Identidad:
	99041810366 de Pereira (Rda.)

	Padres:
	Sandra Lorena Marulanda García y José Reinaldo Grajales Ariza

	Infracción:
	Extorsión agravada en grado de tentativa

	Víctima:
	Nataly Trejos Muñoz

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda)

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena de fecha febrero 15 de 2017. SE CONFIRMA



El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Dan cuenta los registros que la joven NATALY TREJOS MUÑOZ recibió en noviembre 01 del año próximo pasado un mensaje por la red social de Facebook de parte de quien se identificaba con el perfil de “Diana Díaz”, persona que no conocía porque no estaba dentro de sus contactos. En ese mensaje iba adjunto un video en el que ella aparecía con su pareja sosteniendo relaciones sexuales, a consecuencia de lo cual le preguntó a ese desconocido que quién era y qué quería, y la respuesta que recibió es que no importaba de quien se trataba sino qué estaba dispuesta a dar para evitar que ese video fuera publicado. Por el temor que le generó esa afirmación decidió ofrecer $100.000.oo para que no fuera a publicar la grabación, lo cual fue aceptado por su interlocutor; no obstante, esa persona le exigió que también tenía que acostarse con él, y que no le podía contar nada a nadie si en verdad quería evitar la publicación.      

A consecuencia de lo sucedido, la víctima decidió poner en conocimiento del GAULA de esta ciudad la extorsión y de inmediato se preparó el plan antiextorsión que finalmente dio como resultado la aprehensión del sujeto que se hizo presente a reclamar el paquete con la suma exigida. Este individuo fue identificado como JACR y tenía en su poder no solo el dinero fruto de la ilicitud sino también una navaja.  

1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancia de la Fiscalía, se llevaron a cabo las audiencias preliminares de legalización de captura, imputación e imposición de medida de aseguramiento ante el Juzgado Segundo Penal Municipal para Adolescentes con función de control de garantías de esta capital (noviembre 06 de 2016), en las cuales se legalizó la aprehensión, se le imputaron cargos al menor implicado por la conducta irregular de Tentativa de Extorsión agravada a voces de los artículos 244 y 245 numeral 3º del Código Penal; cargos que el adolescente ACEPTÓ. Se declaró procedente la medida de internamiento preventivo.

1.3.- En virtud al allanamiento unilateral a los cargos imputados, la actuación pasó al conocimiento del Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de esta capital, autoridad que convocó para la correspondiente audiencia de imposición de sanción (diciembre 16 de 2016), en la cual participaron el menor privado de su libertad con su representante legal, la defensora de familia, la fiscal, la defensora pública, y el Procurador de Familia; profesionales que expresaron su posición frente a la medida que se consideró más recomendable o apropiada para el menor en el caso concreto, y todos coincidieron, excepción hecha por supuesto de la defensora, en que la sanción que correspondía según las circunstancias era la PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD con tratamiento pedagógico y psiquiátrico en el interior del Centro Créeme. 

La defensa argumentó que lo que su cliente requería era un internamiento pero en medio semicerrado, porque: (i) aceptó cargos; (ii) no obstante tener otro ingreso anterior se trató de un daño en bien ajeno que fue conciliado; (iii) requiere tratamiento psiquiátrico porque en su historia clínica del Hospital Mental se habla de trastornos psíquicos; (iv) ha tenido buen comportamiento en la institución durante su internamiento preventivo; (v) cuenta con el acompañamiento familiar; y (vi) en las audiencias preliminares ofreció disculpas a la víctima, a su progenitora, y a la sociedad, porque reconoce que lo que hizo fue muy grave.
1.4.- En febrero 15 del presente año se llevó a cabo la audiencia de lectura de fallo en la cual se hicieron presentes las mismas partes e intervinientes. Acto en el cual se declaró responsable al menor JACR como autor de la conducta de tentativa de extorsión agravada, y se le impuso como sanción la PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD en centro de atención especializada -artículo 187 CIA- por el término de veinticinco (25) meses.

Para llegar a esa conclusión el a quo tuvo en consideración los parámetros establecidos en el artículo 179 CIA, al igual que las sugerencias de todos los sujetos procesales, e indicó que elegía esa clase de sanción dada la gravedad del ilícito y la cercanía de la víctima con el victimario porque se trata de vecinos del mismo barrio; empero, el funcionario aclaró que fijaba un término corto de duración de la medida en atención a que el infractor aceptó los cargos y que la conducta lo fue en el grado de tentativa, en cuanto debe recordarse que la sanción a imponer en estos casos oscila entre 2 y 8 años, y que tratándose de adultos iría entre 16 y 24 años de prisión.  

Se concluye la decisión con una cláusula general en el sentido que la sanción impuesta podrá ser sustituida por otra más favorable, siempre y cuando se verifiquen logros significativos y observe excelente conducta en el interior de la institución.  

1.5.- La defensa no estuvo conforme con esa determinación e interpuso recurso de apelación el cual sustentó por escrito. El desacuerdo lo hizo consistir en la sanción impuesta al adolescente, como quiera que en su sentir el señor juez de primer grado no tuvo en consideración los principios de flexibilidad y progresividad que se ven reflejados en los aspectos positivos del informe socio-familiar, dado que su representado no tiene antecedentes judiciales, posee arraigo, está estudiando su décimo grado, cuenta con un núcleo familiar, aceptó cargos, y demostró arrepentimiento. Resalta además, que de conformidad con el bloque de constitucionalidad la privación de la libertad debe aplicarse como último recurso y por el menor tiempo posible, con mayor razón en este caso particular en el cual: “se solicitó por todos los sujetos procesales una sanción no restrictiva de la libertad, sugerencia que no fue de recibo por el señor Juez Primero Penal para adolescentes […]” -sic- (negrillas de la Sala).

Remata su intervención la letrada con el argumento según el cual: se vulneró el derecho a la igualdad, como quiera que –refiere- de haberse tratado de un adulto, la pena que le correspondería purgar por un punible de esta naturaleza apenas ascendería a 18 meses, si en cuenta se tiene que se trató de un injusto en grado de tentativa y estaría atenuado a voces de los artículos 268 y 269 C.P., con lo cual la sentencia proferida se torna en discriminatoria con un menor de edad. 

1.6.- El Procurador Judicial en su condición de no recurrente expresó que fue correcta la sanción impuesta en el fallo, con fundamento en lo siguiente:

- El principio de flexibilidad fue analizado por el órgano de cierre en materia penal en decisión del 07 de julio de 2010, bajo el radicado 33510, y de allí se extrae que un tal principio hace relación con la relativa discrecionalidad del funcionario para escoger en cada caso concreto la sanción que corresponda según unos precisos criterios.

- El juez sí hizo un análisis ponderado respecto de todas las circunstancias tanto favorables como desfavorables del menor en el caso concreto; en consecuencia, no se trata de una decisión arbitraria o salida de contexto. 

- No es verdad lo que asevera la defensa en el sentido que todos los sujetos procesales solicitaron una sanción no privativa de la libertad y que el juez no acató esas sugerencia, cuando la realidad procesal enseña todo lo contrario.

Finalmente, en lo atinente al principio de igualdad, el delegado de la Procuraduría trae a colación el mismo precedente ya citado -radicado 33510- en orden a sostener que la igualdad se pregona entre iguales, y que se debe respetar las diferencias entre desiguales. Así las cosas, el juez no podía aplicar una pena inferior a los dos años en el presente asunto, como quiera que ese es el tiempo mínimo fijado por el legislador para la medida que aquí se impuso.  

1.7.- El funcionario a quo consideró debidamente sustentado el recurso de apelación, a cuyo efecto lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros a la Sala de Asuntos Penales para Adolescentes de esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- Para resolver, se considera
 
2.1.- Competencia

Se cuenta con la competencia objetiva, funcional y territorial para conocer de la presente actuación, de conformidad con los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, y 168 de la Ley 1098 de 2006 Código de la Infancia y la Adolescencia (de ahora en adelante CIA), en atención al recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-. 

2.2.- Problema jurídico planteado

Se contrae básicamente a establecer si la sanción impuesta en la sentencia de primer grado se encuentra ajustada a derecho; o si, por el contrario, como lo refiere la defensa, el funcionario judicial no tuvo en consideración factores relevantes que darían lugar a la imposición de una sanción más benigna tanto en cuanto a su modalidad como a su duración. 


2.3.- Solución a la controversia

Nos encontramos en presencia de un trámite abreviado por la temprana admisión de los cargos por parte del menor que se dice infractor de la ley penal, lo cual se surtió en forma libre, voluntaria, consciente, debidamente asistido, y profusamente ilustrado acerca de las consecuencias de hacer dejación de su derecho a la no autoincriminación, lo que no obsta para asegurar que además de ese allanamiento unilateral que despeja el camino hacia el proferimiento de un fallo de condena, en el diligenciamiento en verdad existen elementos de convicción que determinan que la conducta ilícita que se pregona sí existió y que el joven involucrado tuvo participación activa en la misma.

No se avizora irregularidad sustancial alguna de estructura o de garantía, ni error in procedendo insubsanable que obligue a la Sala a retrotraer la actuación a segmentos ya superados; en consecuencia, se procederá al análisis de fondo que en derecho corresponde.

Finca la togada su inconformidad única y exclusivamente en lo atinente a la clase de medida impuesta a su representado, al igual que a su duración, y para ello esboza que el juez no tomó en consideración factores favorables, tales como: (i) ausencia de antecedentes; (ii) admisión temprana de los cargos; (iii) arrepentimiento seguido de perdón; (iv) principio de flexibilidad y progresividad; (v) debido acompañamiento del núcleo familiar; (vi) necesidad de tratamiento psiquiátrico con la consiguiente medicación; y (vii) principio de igualdad material en comparación con los adultos.    

Para un adecuado análisis, la Sala opta por hacer inicialmente un estudio acerca de la clase de sanción impuesta, y posteriormente pasará a examinar lo atinente a su duración. 

Como se sabe, el juez de primer grado se inclinó por imponer al adolescente una sanción consistente en PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD, y para ello hizo primar, ante todo, la gravedad de la conducta atribuida, lo cual es totalmente comprensible, no solo porque es el propio legislador quien así lo exige, sino porque para el asunto en ciernes está claro y no admite discusión que en verdad la conducta atribuida fue grave. De ese modo lo reconoció el menor, y es la misma letrada quien lo admite al momento de sustentar la apelación. 

La queja consiste entonces, en que tal gravedad del comportamiento debió verse aminorada por parte del señor juez con fundamento en los otros factores que se dice favorecen a la persona del menor, y que ya fueron reseñados. No obstante, lo que al respecto corresponde decir es lo siguiente:

En momento alguno el juez ignoró la admisión temprana de los cargos por parte del menor, lo que sucede es que ese factor fue tenido en cuenta al momento de ponderar la duración de la sanción, y ese proceder es atinado tal cual lo veremos más adelante.  

Basta decir que por el hecho de que un adolescente infractor de la ley penal acepte cargos, no significa que por esa mera circunstancia no se pueda decretar una medida de privación de la libertad por parte del juez. Pensar de esa manera implicaría tener por válida una subregla que el legislador no ha establecido, porque por parte alguna se consagra una tal prohibición, e incluso iría en contravía de lo expresamente establecido, porque ya se sabe que los criterios para fijar la clase de medida a imponer son plurales[footnoteRef:1], y que la admisión de los cargos también puede ser tenida en consideración y tener repercusiones al momento de elegir el quantum de la sanción previamente elegida.  [1:  Artículo 179. Criterios para la definición de las sanciones. Para definir las sanciones aplicables se deberá tener en cuenta:1. La naturaleza y gravedad de los hechos; 2. La proporcionalidad e idoneidad de la sanción atendidas las circunstancias y gravedad de los hechos; las circunstancias y necesidades del adolescente y las necesidades de la sociedad; 3. La edad del adolescente; 4. La aceptación de cargos por el adolescente; 5. El incumplimiento de los compromisos adquiridos con el Juez; y 6. El incumplimiento de las sanciones. Artículo  187. La privación de la libertad. Modificado por el art. 90, Ley 1453 de 2011. La privación de la libertad en centro de atención especializada se aplicará a los adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho (18) años que sean hallados responsables de la comisión de delitos cuya pena mínima establecida en el Código Penal sea o exceda de (6) años de prisión. En estos casos, la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración de uno (1) hasta cinco (5) años. En los casos en que los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años sean hallados responsables de homicidio doloso, secuestro o extorsión, en todas sus modalidades, la privación de la libertad en centro de atención especializada tendrá una duración de dos (2) hasta ocho (8) años. –negrillas excluidas del texto-.
] 


Extrañamente la defensora en su recurso trae a relación como argumento a su favor una falacia consistente en que el funcionario de instancia fue reticente en aceptar los planteamientos de los restantes sujetos procesales al solicitar para su representado una medida no restrictiva de la libertad, lo cual evidentemente no es cierto como lo indicó el Procurador Judicial. Se trata de una aseveración no verídica, porque según se puede constatar en los registros TODAS las partes e intervinientes le solicitaron al señor juez que aplicara en este caso una medida PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD, y la única parte que solicitó una medida diferente, concretamente el internamiento en régimen semicerrado, fue la defensora. 

Y la Defensora de Familia, la fiscal, y el delegado de la Procuraduría, tenían la razón, como igualmente la tiene el juez de instancia, porque un detenido examen de todo el conjunto informativo lleva a concluir que esa medida de PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD era la más aconsejable en este caso, y se explica:

Los principios de flexibilidad y progresividad a los que alude la defensa y a los cuales igualmente se refirió la Procuraduría, no son incompatibles con la autonomía judicial, en cuanto al tenor de la jurisprudencia en cita -radicado 33510- la relativa discrecionalidad reglada por parte del funcionario judicial es la que debe primar al momento de elegir la medida correctiva en cada caso concreto. 

Para el caso específico se tiene que a nivel personal, familiar y social la realidad procesal enseña: (i) el menor estudia su décimo grado; (ii) estuvo comprometido en una conducta irregular anterior por daño en bien ajeno, pero el trámite finiquitó con una conciliación; y (iii) cuenta con el acompañamiento de su medio familiar. No obstante, también es cierto que: (i) el joven posee baja autoestima con tendencias suicidas; (ii) ingresó en el consumo de psicoactivos; (iii) está dedicado a la búsqueda de pares inapropiados; (iv) presenta deterioro comportamental; (v) las relaciones paterno y materno filiales son deficientes; y (vi) requiere intervención psiquiátrica con medicación.

Como se aprecia, el medio familiar y social en el que el menor se desenvuelve es totalmente adverso y disfuncional para su formación, con lo cual, de seguir atado a ese esquema ninguna posibilidad de mejoramiento puede esperarse. 

El tratamiento psiquiátrico que requiere y en el que ha hecho hincapié la defensa en su recurso, indica que en efecto el adolescente presenta problemas a ese nivel; sin embargo, ninguna relación directa tiene con la infracción a la ley penal que se le atribuye, porque no se trata de un comportamiento impulsivo derivado de esa patología, sino de una acción calculada, meditada y absolutamente reprochable, como quiera que consiguió un video íntimo de una pareja y planeó la forma de ejercer presión indebida con miras a lucrarse indebidamente e incluso le agregó la exigencia de tener relaciones sexuales con la víctima.

Lo único positivo por tanto, es que se muestra arrepentido, pidió perdón por lo que hizo, y aceptó cargos, lo cual es por supuesto una consecuencia lógica del sorprendimiento flagrante en el agravio; pero se trata de una circunstancia que, como ya se indicó, sí fue tenida en consideración por el a quo al momento de ponderar el quantum de la sanción, como pasa a verse.  

Con respecto a este segundo tema en discusión -la duración de la medida- lo que debe decir la Sala es lo siguiente:

Tal cual lo argumentó el juez de instancia, el monto de la medida impuesta fue casi el mínimo de lo legalmente permitido, porque el dispositivo 187 CIA textualmente expresa que cuando el adolescente incursiona en el delito de extorsión en cualquiera de sus modalidades: “la privación de la libertad en centro de atención especializada tendrá una duración de dos (2) hasta ocho (8) años”, y en el caso sometido a estudio le fue impuesta una duración de tan solo dos años y un mes.

La defensa trajo a colación un argumento de peso y consiste en que de conformidad con el principio de igualdad material y de prevalencia de los intereses del menor, a su defendido no se le puede imponer una sanción superior a la que le correspondería a un adulto que incursionara en similar comportamiento al margen de la ley, y a su entender una situación como la que se juzga sería sancionada en la jurisdicción para mayores con prisión de apenas 18 meses si en cuenta se tiene que se trata de una extorsión en grado de tentativa y atenuada al tenor de lo dispuesto en los artículos 268 y 269 C.P. -menor cuantía y reparación integral, respectivamente-.

Acerca de ese particular argumento el juez de instancia indicó que tratándose de adultos la pena que correspondería por este tipo de conducta oscilaría entre 16 y 24 años de prisión. Por. OPor; por su parte, el delegado de la Procuraduría no penetró en el campo de la dosificación punitiva y en su lugar sostuvo que el tratamiento entre adultos y menores es totalmente diferenciado, y que el sentenciador se debe limitar a aplicar la disposición tal cual fue diseñada por el legislador sin hacer ese tipo de comparaciones.  

El Tribunal aprecia que el argumento defensivo es totalmente entendible y atendible en cuanto es útil como parámetro razonable de ponderación en cada caso concreto; sin embargo, se advierte una confusión porque la sanción mínima que correspondería a un adulto en situación similar no es la de 18 meses a los cuales alude la distinguida defensora, ni los 16 años a los que se refirió el juez de instancia. La pena mínima que se encuentra establecida en el código penal para el tipo penal de extorsión en grado de tentativa y agravada, es la de 96 meses que equivalen a 8 años de prisión. 

[bookmark: _GoBack]No se observa pertinente la aplicación del artículo 269 del estatuto represor en cuanto no se tiene establecida la reparación integral a la víctima, y si en gracia de discusión se aceptara la aplicación de la atenuante por la menor cuantía a la que hace referencia el dispositivo 268, la rebaja consistiría en una mitad, lo que arrojaría como pena mínima la de cuatro años de prisión, es decir, un monto muy superior al de la sanción impuesta al adolescente JACR.  

Sea como fuere, se debe tener presente que el tipo penal de extorsión, cualquiera sea su modalidad, tiene una regulación especial en el CIA que no es otra que el inciso segundo del citado artículo 187, con lo cual, es a ese contexto al cual se debe atener el juzgador y no a las reglas generales contenidas en el inciso primero de ese mismo dispositivo. Adicionalmente y como es de rigor, existe una cláusula de progresividad a la que se le dio aplicación por parte del sentenciador, nada diferente a que la sanción de PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD podrá ser sustituida por otra más favorable en caso de verificarse logros significativos, siempre y cuando se observe excelente conducta en el interior del establecimiento. 

Así las cosas, contrario a lo sostenido por la defensa, el Tribunal estima que el juez a quo no se equivocó al acatar las solicitudes hechas por las partes en el presente asunto, en cuanto a la modalidad de sanción que se debía imponer, y de otra parte ajustó la ponderación de su duración a los parámetros legales; luego entonces, la sentencia apelada debe ser confirmada.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala N° 2 de Asuntos Penales de Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley.

Los Magistrados, 


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS        JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO



El Secretario de la Sala,



JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA        
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